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Presentación 

Con motivo del 21º aniversario de la entrada en vigor de la Convención sobre la Eliminación de Todas Formas de Discriminación contra la Mujer y el 26º aniversario de la entrada en vigor del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, entre el 7-10 de Diciembre de 2002, se reunió en Montreal, Quebec, un grupo de XX expertos invitados por el Grupo de Trabajo de Mujeres de la Red Internacional de los Derechos Económicos Sociales y Culturales.

Dicha reunión tuvo como objetivo fijar los principios de fondo para guiar la interpretación e implementación de los derechos encunciados en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) para otorgarle a la mujer la posibilidad del goce pleno y equitativo de estos derechos.

Las participantes acordaron unánimemente los siguientes principios, los cuales deberán utilizarse por todos y todas preocupados por el entendimiento y la implementación de los derechos económicos sociales y culturales de las mujeres, incluyendo los Estados Partes al PIDESC.

Los Principios de Montreal : El Derecho de la Mujer al Goce Equitativo de los Derechos Económicos Sociales y Culturales

Introducción

1. Los derechos económicos sociales y culturales tienen una importancia especial para la mujer porque ella es desproporcionadamente afectada por la pobreza y la marginación social y cultural. La inequidad con respecto al goce de los derechos económicos sociales y culturales es un componente real en la vida de la mujer en todos los países del mundo, y constituye una manifestación central del poder inferior de la mujer en términos sociales, económicos, y políticos, y de su subordinación continua.

2. En el derecho internacional de los derechos humanos se reconoce desde mucho tiempo que todos los derechos humanos son indivisibles, interdependientes e interrelacionados.
 Los derechos enunciados en el Pacto Internacional de los Derechos Económicos Sociales y Culturales (de aquí en adelante el PIDESC) constituyen un componente indivisible de los derehcos humanos de la mujer. Son indivisibles de los derechos civiles y políticos de la mujer, y también indivisibles, interdependientes, e interrelacionados con los derechos de la mujer a la equidad y a la libertad de toda forma de discriminación enunciados en otros instrumentos de derechos humanos. 

3. Los sistemas y supuestos que causan la desigualdad de la mujer en el goce de los derechos del Pacto son muchas veces invisibles ya que están profundamente arraigados en las relaciones sociales, tanto públicas como privadas. Sin embargo, al reconocer y abordar estas barreras estamos dando un paso esencial hacia la implementación de los derechos de manera consistente con los Artículos 2(2) y 3.

4. Se tienen que identificar todas las barreras estructurales que menoscaben el goce de la mujer en pie de igualdad, y tanto las interpretaciones de los derechos como el diseño de las medidas adoptadas para su implementación tienen que basarse en un entendimiento de la disigualdad sistémica de la mujer. 

5. [Las barreras estructurales al goce de la mujer en pie de igualdad de los derechos del Pacto incluyen: i) las normas sociales y tradiciones que legitiman la desigualdad de la mujer; ii) la falta de reconocimiento de las desventajas de la mujer y su experiencia distinta; iii) la sub-representación de la mujer en los procesos de toma de decisiones; iv) el estatus desigual de la mujer en las relaciones familiares; y v) los efectos diferentes en términos de género de la globalización económica. Si estas barreras no se abordan y eliminan, las medidas adoptadas para dar efecto a los derechos del Pacto no resultarán en el goce de derechos de la mujer en pie de igualdad]

El Contexto del Derecho Internacional de los Derechos Humanos: Principios de No-Discriminación y Equidad

6. Los derechos a la no-discriminación y a la igualdad son integrales al goce de la mujer de los derechos económicos sociales y culturales.

7. Los derechos de la mujer de vivir libre de discriminación y de gozar de equidad con los hombres constituyen pillares centrales en el marco de derechos humanos, reconocidos en los Artículos 1(3), 13(1)(b), 55(c) y 76 de la Carta de las Naciones Unidas, los Artículos 26 y 2(1) y 3 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, los Artículos 2(2) y 3 del Pacto Internacional de los Derechos Económicos Sociales y Culturales, y el Artículo 2(1) de la Convención de los Derechos del Niño. 

8. La Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer tiene una relevancia especial para esta Observación General, pues afirma que “la discriminación contra la mujer viola los principios de la igualdad de derechos y del respeto de la dignidad humana, [y] dificulta la participación de la mujer, en las mismas condiciones que el hombre, en la vida política, social, económica y cultural de su país...”. 

9. El derecho a la no-discriminación enunciado en el Artículo 2(2) y el derecho de la mujer a gozar de los derechos enunciados en el Pacto en condiciones de igualdad están conectados de manera integral. El Artículo 2(2) del Pacto estipula:

Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar el ejercicio de los derechos que en él se enuncian, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política, o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.

El Artículo 3 del Pacto estipula:

Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a asegurar a los hombres y a las mujeres igual título a gozar de todos los derechos económicos sociales y culturales enunciados en el presente Pacto.


10. Al especificar y subrayar la obligación de los Estados Partes de asegurar que la mujer goce con igualdad de sus derechos, el Artículo 3 refuerza la obligación contenida en el Artículo 2(2) de asegurar que todos los derechos enunciados en el Pacto se ejerzan sin discriminación por motivos de sexo. El Artículo 3 es una reafirmación del compromiso a la no-discriminación por motivos de sexo contenido en el Artículo 2(2), y su inclusión en el Pacto es un reconocimiento del hecho que todavía persisten muchos prejuicios que impiden a la mujer el goce de sus derechos en condiciones de igualdad.

11. Los Artículos 2(2) y 3 requieren que el Pacto se interprete de tal manera que asegure a la mujer el goce sustancial e igual de sus derechos. En la actualidad se entiende que la igualdad formal de los sexos o el trato igual de hombres y mujeres en la letra de la ley o las políticas es una fórmula incompleta y frecuentemente engañosa. En tanto puede ser útil como crítica de las leyes que son explícitamente discriminatorias, la igualdad formal no aborda las condiciones sistémicas detrás del sexismo. Por lo tanto, un entendimiento de la igualdad que se enfoca de manera exclusiva en la implementación de leyes formalmente neutrales muchas veces conlleva al resultado de mantener el status quo de desigualdad de la mujer, o en que se ignore el aumento en los daños contra la mujer. 

12. Las garantías de no-discriminación y de igualdad contenidas en los tratados internacionales de derechos humanos exigen la igualdad de facto, y no solamente una igualdad de jure, es decir que requieren la igualdad en las condiciones reales y no solamente la igualdad formal en la redacción de las leyes. De este modo, el derecho a la igualdad de la mujer en el goce de los derechos enunciados en el Pacto debe entenderse de manera sustancial y contextual. Los derechos a la no-discriminación y a la igualdad requieren que la conducta del Estado siempre se evalúe en el contexto de las condiciones reales de la mujer y a la luz de las consecuencias de la acción sobre dichas condiciones. Independientemente de la neutralidad en términos de género que aparente una conducta cualquiera, ésta constituirá un incumplimiento de las garantías si exacerba, evita abordar, o perpetúa un status quo de desigualdad de la mujer con respecto al goce de los derechos económicos sociales y culturales.

13. La discriminación por motivos de sexo toma muchas formas y no se puede interpretar de manera limitada. De este modo, la discriminación por motivos de sexo puede expresarse como discriminación, por ejemplo, basada en el estado civil, estado familiar, embarazo, u orientación sexual. También debemos considerar como discriminación por motivos de sexo el acoso sexual de la mujer trabajadora o la violencia contra la mujer. A menudo se utiliza el término “genero” para reconocer la construcción social y cultural de las normas de conducta consideradas apropiadas para las mujeres y los hombres, lo que asegura que la discriminación por motivos de sexo no se interprete tan sólo como teniendo referencia la discriminación basada en las diferencias biológicas entre mujeres y hombres. La discriminación por motivos de sexo o género ocurre cuando una ley, un programa, una política, o una acción u omisión, con intención o sin ella, tiene el efecto de invalidar o menoscabar el pleno goce de los derechos enunciados en el Pacto por la mujer en pie de igualdad.
 

14. Los Artículos 2(2) y 3, tomados como un todo, indican que se debe tomar en cuenta la diversidad de las mujeres. La discriminación por motivos de sexo puede cruzarse con otras formas de discriminación, de este modo creando limitaciones y vulnerabilidades particulares para ciertos grupos de mujeres en el goce de los derechos económicos sociales y culturales. Muchas mujeres enfrentan barreras adicionales debido a factores tales como su raza, idioma, origen étnico, cultura, religión, discapacidades o clase socioeconómica o debido a que son indígenas, migrantes, desplazadas o refugiadas.
 Las mujeres también pueden enfrentar barreras debido a su edad u ocupación; estado familiar como madres solteras o viudas; estado de salud como por ejemplo el hecho de estar contaminada con el VIH; sexualidad como por ejemplo ser lesbiana; estado socio-económico, incluyendo el hecho de vivir en áreas rurales, aisladas o empobrecidas; o porque se prostituyen. 
Obligaciones Legales

Obligaciones Legales Generales

15. Aunque el Pacto contempla una realización paulatina y toma en cuenta que ciertos Estados Partes operan bajo restricciones derivadas de la limitación de los recursos disponibles, también impone la obligación con efecto inmediato de asegurar el goce no-discriminatorio y en condiciones de igualdad de las mujeres y los hombres de todos los derechos enunciados por el Pacto. 
  Los derechos a la no-discriminación (Artículo 2(2)) y al goce de los derechos del Pacto de la mujer en condiciones de igualdad no se pueden limitar ni por las condiciones de realización paulatina ni de disponibilidad de los recursos.

16. La obligación de aplicación inmediata quiere decir que el varón no puede gozar de los derechos del Pacto antes y de manera más plena que la mujer. Por lo tanto, el Artículo 3 exige que los beneficios de la aplicación de los derechos sociales, económicos y culturales se distribuyan de una manera que asegure la igualdad sustancial de la mujer a todo momento. El Artículo 3 establece un estándar no-derogable de cumplimiento de los Artículos 6 al 15 del Pacto.  

17. El Artículo 3 exige una serie de acciones del Estado que incluye la revocación inmediata de leyes y políticas discriminatorias, la aplicación de medidas para regular la conducta de terceros, y el cumplimiento de acciones que aseguren a las mujeres el pleno goce de sus derechos. 

18. Los derechos de la mujer a la no-discriminación por motivos de su sexo y al goce en condiciones de igualdad de los derechos económicos sociales y culturales imponen sobre los Estados Partes tres obligaciones: respetar, proteger, y cumplir. Estas obligaciones son indivisibles e interdependientes y tienen que aplicarse por los Estados Partes de manera simultánea e inmediata. Las Directrices de Maastricht notan que el incumplimiento de cualquiera de estas tres obligaciones constituye una violación
 y resultará en que la mujer no goce en condiciones de igualdad de los derechos enunciados en el Pacto A su vez, los Estados Partes podrían estar obligados a tomar una variedad de medidas concurrentes para dejar de actuar de manera perjudicial y a la vez dar pasos positivos.

19. Para respetar el derecho de la mujer al goce de los derechos económicos sociales y culturales en pie de igualdad, se exige de los Estados Partes, inter alia la revocación de leyes, medidas, políticas, y programas que acentúen la desigualdad de la mujer con respecto al goce de estos derechos, y se impide a los Estados Partes tomar medidas retroactivas que disminuyan el goce de la mujer de los mismos. Para respetar este derecho, el Estado Parte debe también eliminar leyes, medidas, políticas, o programas que congelen o perpetúen el status quo de la desigualdad de la mujer con respecto a los derechos económicos sociales y culturales. La obligación de una realización paulatina contenida en el Artículo 2(1) y el derecho al mejoramiento continuo de las condiciones de vida contenido en el Artículo 11(1) impiden a los Estados Partes la imposición de una “igualdad hacia abajo”, o una reducción en la protección general de los derechos del Pacto para obtener “igualdad” entre los hombres y las mujeres.  

20. La obligación de proteger exige de los Estados Partes que tomen las medidas necesarias para impedir que terceros, incluyendo empleadores, terratenientes, inversores, empresas transnacionales, familiares, socios comerciales, bancos, instituciones financieras, y proveedores de servicios, profundicen o mantengan la desigualdad de la mujer con respecto a los derechos económicos sociales y culturales. El derecho de la mujer al goce de los derechos del Pacto en pie de igualdad se extiende a las áreas donde los Estados Partes tradicionalmente ejercen la deferencia, como por ejemplo la esfera doméstica y dentro de las comunidades culturales.

21. Para cumplir con sus obligaciones bajo el Artículo 3 del Pacto, se exige a los Estados Partes tomar todas las medidas adecuadas para asegurar que la mujer goce de la igualdad de hecho respecto a los derechos económicos sociales y culturales. Esto exige la introducción de medidas –a través de la provisión directa de servicios o beneficios, o a través la facilitación y regulación de la provisión por terceros de los servicios y beneficios necesarios- diseñadas para abordar las formas particulares de desventaja que vive la mujer y para superar los efectos de la discriminación arraigada y sistémica.

22. Además, para cumplir con sus obligaciones, los Estados Partes tienen que asegurarse de que las políticas y programas de las instituciones internacionales y regionales a las que pertenecen no violen los derechos económicos y sociales con los cuales se han comprometido,
 y cerciorarse de que los acuerdos comerciales multilaterales y de otra índole de los que formarán parte sean consistentes con sus obligaciones sobre los derechos humanos y no impedirán la posibilidad del Estado de respetar, proteger, y cumplir con estos derechos. 

23. La ‘promoción’ del goce de la mujer de los derechos del Pacto en condiciones de igualdad es un aspecto importante de la obligación de los Estados Partes de cumplir con los derechos de Pacto. La promoción del goce de la mujer en condiciones de igualdad incluye la adopción de programas que involucren la educación e información pública para eliminar estereotipos, prejuicios, y prácticas que impidan la igualdad económica, social, y cultural de la mujer. Esto incluye tomar medidas para cambiar las creencias sobre la superioridad y el privilegio del varón, y las asunciones sobre el estatus secundario de la mujer. Es importante que las medidas de promoción involucren y potencien a la mujer.

Obligaciones Legales Específicas 

24. Los Estados Partes tienen que garantizar de manera inmediata el derecho de la mujer a la no-discriminación y al goce de los derechos económicos sociales y culturales en condiciones de igualdad, a través de legislación doméstica apropiada, incluyendo las Constituciones nacionales y legislación sobre los derechos humanos. Estas provisiones tienen que ofrecer a la mujer la posibilidad de recurso judicial y administrativo en caso de violaciones. Además, los Estados Partes tienen que asegurar que dichas garantías están definidas e interpretadas de tal manera que aborden de manera efectiva las desventajas económicas sociales y culturales vividas por la mujer, reconociendo los principios expuestos en el párrafo 38.
 Estas obligaciones son aplicables a todas las partes componentes de los Estados federales sin limitación ni excepción ninguna, como lo enuncia el Artículo 28 del Pacto. 

25. Además de asegurar los derechos a la no discriminación y a la igualdad con respecto a los derechos económicos sociales y culturales, los Estados Partes están obligados a instalar los marcos específicos legislativos, reglamentarios y políticos que sean necesarios para asegurar que los derechos enunciados en los Artículos 6 a 15 se apliquen de una manera que lleve al goce de la mujer de los derechos en condiciones de igualdad. 

26. Para dar efecto a estos derechos, los Estados Partes tienen que establecer medidas apropiadas de reparación para exigir y cumplir con los derechos del Pacto, como por ejemplo cortes independientes, tribunales o autoridades administrativas. Los Estados Partes también tienen que asegurar que estos mecanismos sean accesibles a las mujeres más pobres y que la mujer tenga acceso a la ayuda legal o a servicios similares para que pueda buscar reparación en los foros apropiados. 

27. Aunque muchos Estados Partes han promulgado protecciones contra la discriminación en su legislación, estas provisiones no siempre se interpretan de manera consistente con los Artículos 2(2) y 3 del Pacto. El derecho a estar libre de la discriminación y el derecho a la igualdad debe de interpretarse de manera sustancial y no formal para alentar al goce de la mujer en condiciones de igualdad de los derechos económicos sociales y culturales tanto como de los derechos civiles y políticos. Es incompatible con los Artículos 2(2) y 3 del Pacto afirmar que los derechos a la no discriminación y a la igualdad son injusticiables en cuanto llegan a tocar temas relacionados con la asignación de los recursos por el gobierno. Una tal interpretación impediría a la mujer obtener reparaciones bajo la legislación doméstica cuando se viole su derecho al goce en condiciones de igualdad de los derechos económicos sociales y culturales.

28. Además, los Estados Partes están obligados a asegurar que exista un marco nacional de instituciones y mecanismos que ayuden a desarrollar estrategias, planes, y políticas diseñados específicamente para incrementar el goce de la mujer de los derechos económicos sociales y culturales y a erradicar las desventajas que experimenta con respecto a estos derechos. Se debe expandir el mandato de las instituciones existentes, como por ejemplo las comisiones de derechos humanos, defensorías del pueblo, y entidades de la mujer, para incluir el monitoreo y la promoción de los derechos económicos sociales y culturales de la mujer, y – donde no existe este tipo de institución – se tiene que hacer de su establecimiento una prioridad. Estos mecanismos de apoyo debieran incluir unidades de coordinación de políticas de la mujer en todos los departamentos de gobierno, análisis e informes presupuestarios con enfoque en la mujer, sistemas consultivos con redes de organizaciones no gubernamentales y organizaciones de la mujer, comités de asesoría a la mujer, centros de estudio, y servicios de asesoría y defensoría de los derechos de la mujer. Las instituciones y los mecanismos tienen que ser transparentes, responsables, y representativos de las mujeres que están en mayor riesgo de violación de sus derechos económicos sociales y culturales. Estas instituciones y mecanismos tienen que participar de manera regular en la tarea de informar sobre el progreso con respecto a la aplicación del Artículo 3 a los órganos legislativos y otros foros públicos, y a órganos internacionales. 

29. Los Estados Partes tienen que revisar regularmente, con la plena participación de distintos grupos de mujeres, el impacto de las políticas y prácticas en el goce de la mujer de los derechos económicos sociales y culturales, incluyendo las políticas relacionadas con la estabilidad macro-económica, la reforma agraria, el ajuste estructural, la deuda externa, los impuestos, la inversión, la privatización, el empleo, el mercado, y los acuerdos comerciales. 
 Todas las políticas económicas y sociales de los Estados Partes tienen que diseñarse de manera tal que alienten al goce de la mujer en condiciones de igualdad sustancial de los derechos protegidos por el Pacto.

30. Los Estados Partes deben asegurarse que la mujer pueda participar plenamente en el desarrollo de las políticas y programas económicos sociales y culturales, y en el desarrollo de las estrategias, políticas y planes que eliminen las desventajas que sufren debido a su género. Para asegurar la plena participación de la mujer, se tiene que enfrentar las barreras encontradas por la mujer cuando intenta participar, incluyendo barreras causadas por actitudes, barreras financieras, de carga de trabajo (dentro y fuera del hogar), y de cuidado infantil. También se exige apoyo financiero y de otra índole a las organizaciones no-gubernamentales de servicios y defensoría comprometidas con el avance del goce de la mujer de los derechos en condiciones de igualdad.

31. Para estar en conformidad con los Artículos 2 y 3, los Estados Partes tienen dos obligaciones centrales con respecto a la disposición sobre el “máximo de los recursos disponibles”. La primera es la obligación de demostrar que están, de hecho, utilizando el máximo de los recursos disponibles para respetar, proteger y cumplir con los derechos del Pacto. La segunda es la obligación de distribuir los recursos disponibles de una manera que aseguren a la mujer el goce en condiciones de igualdad de los derechos de Pacto. Todos los niveles de gobierno tienen que asegurar que sus presupuestos reflejen y apoyen la obligación de la aplicación inmediata de los Artículos 2(2) y 3.  

32. Es esencial la recolección de datos desagregados por sexo para determinar las condiciones sociales, económicas, y culturales reales de la mujer, para analizar el impacto de las políticas y prácticas, inclusive las que superficialmente son neutrales en cuestiones de género, y para determinar cómo los programas y las políticas deberían de estar diseñados para asegurarle a la mujer el goce de los derechos económicos sociales y culturales en condiciones de igualdad. Para ser consistentes con las Directrices de Reporte (Reporting Guidelines) del Comité, los datos se tienen que desagregar en relación con cada derecho. 
 Para revelar las condiciones específicas de los diversos grupos de mujeres, los datos también tienen que desagregarse según otros factores como por ejemplo origen étnico, discapacidad, edad, nivel de ingreso, fuente de ingreso, y ubicación geográfica. Todos estos datos tienen que estar disponibles y ser públicamente accesibles.
Violaciones 

33. Debida a la obligación de aplicación inmediata, si la mujer no goza de la realización de cualquiera de los derechos enunciados en los Artículos 6 al 15 del Pacto en condiciones de igualdad, los Estados Partes estarán violando los Artículos 2(2) y 3, además de sus obligaciones bajo los Artículo 6 al 15. 

34. Las violaciones de los derechos económicos sociales y culturales de la mujer pueden ocurrir a través de la acción directa de los Estados, o a través de la acción de otras entidades que no están reguladas de manera suficiente por el Estado. Este tipo de acción incluye la revocación o suspensión de una legislación o política necesaria para el goce de la mujer de sus derechos en pie de igualdad, o la introducción de legislación, políticas y prácticas, o la adopción de acuerdos comerciales o de otra índole que son claramente incompatibles con las obligaciones estatales bajo los Artículos 2(2) y 3. La adopción de medidas retroactivas que reducen aún más el acceso de la mujer al goce de un derecho particular, o de una combinación de derechos económicos sociales y culturales, constituye una violación del Pacto. 

35. Las violaciones de los derechos económicos sociales y culturales de la mujer también puede ocurrir a través de la omisión o falta de diligencia por parte del Estado para tomar las medidas exigidas por el Pacto. Por ejemplo, la falta de diseño y aplicación de la legislación y las políticas necesarias para asegurar que la mujer goce de la no-discriminación e igualdad con respecto a los derechos económicos sociales y culturales constituye una violación del Pacto, al igual que la falta de diligencia para asegurarse que la legislación y las políticas existentes se interpreten por el Estado y se apliquen en maneras que resultarán en el goce de la mujer en condiciones de igualdad de los derechos económicos sociales y culturales. 

36. El Comité de los Derechos Económicos Sociales y Culturales ha confirmado que un Estado Parte que no esté dispuesto a utilizar el máximo de los recursos de los que disponga para dar efectividad a un derecho viola el Pacto. 
 También constituye una violación la falta de distribución del máximo de los recursos de los que disponga de una manera que asegure a la mujer el goce en condiciones de igualdad de los derechos del Pacto. 

Obligaciones de los Actores que no son Estados Partes 

37. Las instituciones financieras y comerciales internacionales y regionales, incluyendo el Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional, deben reconocer la prioridad de todos los derechos humanos incluyendo los derechos económicos sociales y culturales de la mujer, y deben asimismo asegurar que sus acuerdos, políticas y directrices no perpetúen ni exacerben la desigualdad de la mujer con respecto al goce de los derechos del Pacto, sino que por el contrario contribuyan al goce de la mujer de estos derechos en pie de igualdad.  

38. En conformidad con los Artículos 22 y 23 del Pacto, las agencias especializadas de las Naciones Unidas, incluyendo la Organización Mundial de Salud, la Organización Internacional de Trabajo, el Programa de las Naciones Unidas de Desarrollo, UNICEF, el Fondo de Población de las Naciones Unidas, y otros órganos relevantes, deben cooperar de manera efectiva con los Estados Partes para apoyar la aplicación de planes y estrategias específicos para el avance del goce de la mujer de los derechos económicos sociales y culturales en condiciones de igualdad.

39. Los donantes gubernamentales y las agencias internacionales de desarrollo, deben, como prioridad, asistir a los Estados en el diseño y aplicación de las políticas y los programas que llevarán a un goce de los derechos económicos sociales y sociales de la mujer en pie de igualdad.  

� La Conferencia Mundial de los Derechos Humanos de la ONU, La Declaración y el Programa de Acción de Viena, el 25 de junio de 1993, reproducido (en inglés) en 32 ILM 1661 (1993), 14 HRLJ 352 (1993), par.5, [de aquí en adelante la Declaración de Viena].


� La Conveción sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer, Artículos 10, 11, 12, y 13, adoptada el 18 de Diciembre de 1979, entrada en vigor el 2 de Septiembre de 1981, Asamblea General Res. 34/180, 34 UN GAOR, Supp. (No. 46), Doc de la ONU A/34/46, 193, reproducida (en inglés) en 19 ILM 33 (1980), [de aquí en adelante la CEDAW].


� Los trabajos preparatorios (travaux preparatoires) nos revelan que los redactores del PIDESC en su elaboración sobre el Artículo 3 comentaron que el principio de igualdad de derechos entre hombres y mujeres enunciado en la Carta de la ONU ‘debe subrayarse de manera constante, en particular porque persisten muchos prejuicios impidiendo su plena realización.’ Véase Proyectos de los Pactos Internacionales de Derechos Humanos: informe del Tercer Comité, A/5365, párrafo 85 (el 17 de Diciembre de 1962).


� Véase CEDAW, supra nota � NOTEREF _Ref22983770 \h ��2�, Artículo 1; véase también los Directrices de Maastricht sobre Violaciones a los Derechos Económicos Sociales y Culturales, 20 Human Rights Quarterly 691 (1998). El párrafo 11 nota que: “…cualquier tipo de discriminación fundada en la raza, el color, el sexo, la lengua, la religión, la opinión política o de otra índole, el origen nacional o social, la propiedad, el nacimiento o cualquier otra condición cuyo objeto o resultado sea invalidar o menoscabar el goce o ejercicio en pie de igualdad de los derechos económicos sociales y culturales constituye una violación al Pacto.”


� Plataforma de Acción, supra nota � NOTEREF _Ref22983784 \h ��1�, párrafo 225.


� CDESC, Observación General No. 3, La Índole de las Obligaciones de los Estados Partes, Artículo 2 párrafo 1 del Pacto, 5ª Sesión, 1990, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por los Órganos Creados en Virtud de los Tratados de Derechos Humanos, U.N. Doc. HRI/GEN/1/Rev.1, párrafo 45, (1994). El Comité nota en el párrafo 1 que “... aunque el Pacto contempla una realización paulatina y tiene en cuenta las restricciones derivadas de la limitación de los recursos con que se cuenta, también impone varias obligaciones con efecto inmediato.  De éstas, dos resultan particularmente importantes para comprender la índole exacta de las obligaciones contraídas por los Estados Partes.  Una de ellas, que se analiza en una observación general aparte, que será examinada por el Comité en su sexto período de sesiones, consiste en que los Estados se "comprometen a garantizar" que los derechos pertinentes se ejercerán "sin discriminación...". En el párrafo 5, el Comité nota que “los Estados Partes que son asimismo Partes en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos están ya obligados (en virtud de los artículos 2 (párrafos 1 y 3), 3 y 26 de este Pacto) a garantizar que toda persona cuyos derechos o libertades (inclusive el derecho a la igualdad y a la no discriminación) reconocidos en el presente Pacto hayan sido violados, "podrá interponer un recurso efectivo" (apartado a) del párrafo 3 del artículo 2).  Además, existen en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales varias otras disposiciones [...] que cabría considerar de aplicación inmediata por parte de los órganos judiciales y de otra índole en numerosos sistemas legales nacionales.” 


Los Principios de Limburgo sobre la Aplicación del Pacto Internacional de los Derechos Económicos Sociales y Culturales, 9 Human Rights Quarterly 122 (1987), estipula en su párrafo 22: “Algunas de la obligaciones previstas en el Pacto exigen la plena e inmediata aplicación por parte de cado uno de los Estados Partes como la prohibición contra la discriminación estipulada en el Artículo 2(2) del Pacto.” Véase también párrafos 35-41.


� CDESC, Observación General No. 13, El derecho a la Educación (Artículo 13), C/C.12/1999/10, (1999) párrafo 31.


� Las Directrices de Maastricht, supra nota � NOTEREF _Ref532370363 \h ��4�, párrafo 6.


� Comité de la CEDAW, Recomendación General No. 21, supra note � NOTEREF _Ref22983867 \h ��9� párrafo 12.


� División para el Avance de la Mujer, La Promoción del Goce de los Derechos Económicos y Sociales de la Mujer, (Informe de la Reunión del Grupo de Expertos, Finlandia, 1997), EGM/WESR/1997/Report párrafo 107; los Directrices de Maastricht, supra nota � NOTEREF _Ref532370363 \h ��4�, párrafo 19.


� Id. párrafo 53.


� CDESC, Observación General No. 9, La Aplicación Doméstica del Pacto, E/C.12/1998/24 (1998) párrafos 10 y 12.  Véase también, CDESC, Observación General No. 7, El derecho a una vivienda adecuada (Artículo 11.1 del Pacto): desalojos forzosos, párrafo 15. 


� División para el Avance de la Mujer de las Naciones Unidas, supra nota � NOTEREF _Ref22983904 \h ��10�, párrafo 55.


� Plataforma de Acción, supra nota � NOTEREF _Ref22983784 \h ��1� párrafo 58.


� CDESC, Directrices revisadas relativas a la forma y el contenido de los informres que han de presentar los Estados Partes de conformidad con los Artículos 16 y 17 del Pacto Internacional sobre los Derechos Económicos Sociales y Culturales, E/C.12/1991/1 (1991).


� Véase CDESC, Observación General No. 3, supra nota � NOTEREF _Ref22983928 \h ��6� párrafo 9.


� CDESC, Observación General No. 14, El Derecho al Disfrute del más alto Nivel posible de Salud, E/C.12/2000/4, (2000) párrafo 47.
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